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RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

 Comparece ante nos, mediante recurso de Certiorari, el 

peticionario Roberto Velázquez Torres y nos solicita que revisemos 

la Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Ponce, el 22 de octubre de 2020, notificada el mismo día. Mediante 

el aludido dictamen, se declaró Ha Lugar una Moción de 

Reconsideración presentada por la recurrida Stephanie Marie 

Velázquez López (en adelante, Stephanie Marie o la recurrida). 
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Consecuentemente, dictaminó que la pensión establecida en una 

Resolución emitida el 30 de junio de 2017, permanecería vigente 

hasta que otra cosa dispusiera el Tribunal. Además, se ordenó la 

consolidación del caso número PO2019RF00070 con el caso 

PO2019RF00070. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega el auto de Certiorari.  

I 

 Los eventos procesales y fácticos que dan inicio al caso de 

marras son los que en adelante se esbozan.  

El 17 de mayo de 2017, el señor Roberto Velázquez Torres 

incoó una Demanda de divorcio por ruptura irreparable contra 

Diana Odette López del Pozo, con quién contrajo matrimonio el 12 

de diciembre de 1987 y procreó 4 hijos. Al momento de la 

presentación de la Demanda de divorcio, dos de sus hijas eran 

menores de edad, entre ellas, Stephanie Marie. Para esa fecha, 

Stephanie Marie tenía 20 años y cursaba estudios de bachillerato en 

Syracuse University, Nueva York. 

 El 20 de junio de 2017, se celebró vista ante el Examinador 

de Pensiones Alimentarias (EPA), quien recomendó que se le 

impusiera al aquí peticionario, una pensión alimentaria provisional 

de mil dólares ($1,000.00) mensuales, efectiva desde el 26 de mayo 

de 2017 y que sería entregada directamente a sus dos hijas menores 

alimentistas.1 El peticionario, además, asumiría el pago de los 

estudios universitarios de las menores, así como de hospedaje y la 

cubierta de plan médico. De igual forma, asumiría en su totalidad, 

el gasto por concepto de transportación aérea en los meses de 

agosto, diciembre, enero y mayo. Las recomendaciones del 

 
1 La otra hija menor de edad del matrimonio entre Velázquez Torres y López del 

Pozo es Natalia María Velázquez López, quien tenía 18 años al momento de la 

presentación de la Demanda de divorcio.  
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Examinador de Pensiones Alimentarias fueron acogidas en su 

totalidad, por lo que, el 24 de mayo de 2018, el foro recurrido emitió 

la sentencia de divorcio.  

 El 16 de octubre de 2018, el peticionario interpuso Solicitud 

de Relevo de Pensión Alimentaria, toda vez que, el 21 de octubre de 

2018, Stephanie Marie, cumpliría veintiún (21) años de edad.2 Le 

informó al foro a quo que el 15 de octubre de 2018, remitió mediante 

correo electrónico a Stephanie Marie el referido escrito, de 

conformidad con lo resuelto en el caso de Santiago Texidor v. 

Maisonet Correa, 187 DPR 550 (2012).3 Adujo que la comunicación 

electrónica, además, fue acompañada de una Moción en Solicitud de 

Orden para poder notificar adecuadamente Solicitud de Relevo de 

Pensión Alimentaria y/o acreditando notificación, en la que señaló 

que solo conocía la dirección electrónica; no así, la dirección física y 

postal de Stephanie Marie.  

 El 19 de octubre de 2018, notificada el 22 de octubre de 2018, 

el foro primario emitió Resolución y Orden en la que, entre otros 

asuntos, dispuso lo siguiente: 

2. Solicitud de Relevo de Pensión Alimentaria 
presentada por la parte demandante el 16 de octubre de 
2018 – Se mantiene en suspenso la adjudicación de la 

solicitud de relevo hasta tanto se acredite la notificación 
por correo certificado con acuse de recibo a la joven 
SMVL. 

 

 Mediante Moción en Torno a Otras, presentada por el 

peticionario el 8 de diciembre de 2020, este le acreditó al foro 

recurrido que el 30 de noviembre de 2018 remitió vía correo 

certificado a la recurrida, la Solicitud de Relevo de Pensión 

Alimentaria, la cual fue recibida por esta el 8 de diciembre de 2018.4  

 
2 Stephanie Marie Velázquez López nació el 21 de octubre de 1997. Véase, 
Apéndice pág. 86 del recurso de epígrafe.  
3 El precitado caso establece que: “La moción del alimentante sobre este tema se 

le deberá notificar al alimentista, de modo que este pueda comparecer dentro de 

ese mismo pleito a nombre propio y establecer que sus necesidades permanecen 
vigentes y que reúne los requisitos que le hacen acreedor de la pensión a pesar de 

que ya es mayor de edad”.  
4 Véase anejo 13 del recurso. 
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 El 7 de marzo de 2019, el peticionario incoó Moción Urgente 

Reiterando Solicitud de Relevo de Pensión Alimentaria. Según arguyó, 

hasta ese momento, Stephanie Marie no había notificado mediante 

escrito de intervención, que sus necesidades permanecían vigentes 

y que reunía los requisitos que le hacían acreedora de una pensión 

alimentaria, aunque esta fuera mayor de edad. 

 Así las cosas, el 1 de abril de 2019, notificada el 4 de abril de 

20195, el foro recurrido emitió Resolución y Orden y entre varios 

asuntos, dispuso: 

Atendida la [1] MOCIÓN URGENTE REITERANDO 

SOLICITUD DE RELEVO DE PENSIÓN ALIMENTARIA 
…; 
 

[1] Ha Lugar. En consideración a que la joven SMVL 
advino a la mayoría de edad e instó un pleito 
independiente solicitando alimentos para su beneficio 

se releva al demandante del pago de la pensión 
alimentaria a la joven SMVL. Se advierte expresamente 

que continúa la obligación de pago de la pensión 
alimentaria para el beneficio de la menor NVL conforme 
se desglosa en las determinaciones de hecho del Acta-

Informe del Examinador de Pensiones Alimentarias 
cuya recomendación fue acogida por el Tribunal 

mediante Resolución del 30 de junio de 2017. (Énfasis 
en el original). 
 

 El 20 de junio de 2019, Stephanie Marie incoó Demanda de 

Alimentos entre Parientes. Entre otros asuntos, alegó que el 6 de 

marzo de 2019 fue admitida a la Escuela de Leyes de American 

University en Washington DC, en Estados Unidos. 

Consecuentemente, solicitó que se estableciera como pensión la 

cantidad en que esta incurre de forma mensual y periódica.  Adujo 

la necesidad de los alimentos y la capacidad económica de sus 

padres para pagar los mismos proporcionalmente a base de sus 

ingresos. 

El peticionario, por su parte, alegó que Stephanie Marie viajó 

a Washington DC y se instaló en el mencionado lugar con el 

 
5 La aludida Resolución no le fue notificada a la alimentista Stephanie Marie 

Velázquez López. 
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propósito de comenzar sus estudios universitarios. Este indicó que 

se enteró de que la joven comenzaría sus estudios en la referida 

institución cuando recibió la Demanda de Alimentos entre 

Parientes6, el 3 de julio de 2019, pues previo su presentación, no se 

le comunicó que la joven se trasladaría a Estados Unidos ni se 

auscultó su parecer sobre este asunto. 

 Tras varios trámites procesales, el 15 de enero de 2020, 

Stephanie Marie incoó Moción Urgente sobre Pago de Matrícula, en la 

que le solicitó a su padre el pago de la matrícula correspondiente al 

semestre agosto a diciembre 2019, ya que, sin dicho pago, esta no 

podría comenzar su segundo semestre de enero a mayo 2020. 

Consiguientemente, le solicitó al foro de primera instancia que le 

ordenara al señor Velázquez Torres, el pago de la matrícula 

correspondiente de agosto a diciembre de 2019, por la suma total de 

$30,530.57, de forma inmediata.  

 El 21 de enero de 2020, el peticionario presentó Réplica a 

Moción Urgente Sobre Pago de Matrícula en la que solicitó que se 

declarara No Ha Lugar la solicitud de Stephanie Marie, respecto al 

pago de la matrícula correspondiente al semestre de agosto a 

diciembre de 2019. 

 El 11 de febrero de 2020, Stephanie Marie incoó en el caso de 

divorcio de sus progenitores (caso JDI2017-0331), Moción Urgente 

Solicitando que se Notifique Resolución. Señaló, entre otras 

incidencias, que: 

[…] 

 
4. La joven Stephanie Velázquez advino en 
conocimiento el pasado mes de enero que el 1 de abril 

de 2019 este Honorable Tribunal emitió una Resolución 
concediendo el relevo de la pensión alimentaria al señor 
Velázquez. 

 

 
6 El caso PO2019RF00070 fue presentado el 20 de junio de 2019. El peticionario 

fue emplazado el 3 de julio de 2019. Véase Anejo 15, págs. 81-86 del recurso de 

epígrafe. 
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5. La Resolución del 1 de abril de 2019, relevando al 
señor Velázquez de proveer una pensión alimentaria a 

la compareciente, efectivamente dejando a la joven 
desprovista de alimentos, nunca le fue notificada a 

Stephanie Velázquez. 
 
[…] 

 
15. De conformidad con el derecho antes expuesto, al 
no haberse notificado a la compareciente la Resolución 

relevando de pensión alimentaria al señor Velázquez, la 
misma no tiene efecto sobre ésta. Quiérase decir que al 

presente la Resolución no es final y firme. 
 
[…] 

 

 Mediante Orden del 11 de marzo de 2020, el foro de origen 

declaró Con Lugar la Moción Urgente Solicitando que se Notifique 

Resolución, razón por la cual, la Resolución emitida el 1 de abril de 

2019 fue notificada a Stephanie Marie el 23 de abril de 20207. 

 Oportunamente, el 29 de mayo de 2020 Stephanie Marie 

presentó Moción de Reconsideración, respecto a la Resolución 

emitida el 1 de abril de 2019, en la cual se relevó al peticionario del 

pago de su pensión. 

 Así las cosas, el 22 de octubre de 2020, el foro recurrido dictó 

Resolución en la que dispuso: 

“[…] se dicta la presente Resolución declarando Ha 

Lugar la MOCIÓN DE RECONSIDERACIÓN 
presentada por la joven Stephanie Velázquez López. En 
consecuencia, se deja sin efecto la Resolución 

dictada el 1 de abril de 2019 relevando al 
demandante del pago de la pensión alimentaria a 

beneficio de la promovente. Se dispone 
expresamente que la pensión provisional establecida 
en la Resolución del 30 de junio de 2017 

permanecerá vigente hasta que otra cosa disponga el 
Tribunal. 
  

Se ordena la consolidación del caso número 
PO2019RF00070 con el presente caso”. (Énfasis en 

el original). 
 

 
7 Para esta fecha, 23 de abril de 2020, los términos estaban paralizados hasta el 
15 de julio de 2020 mediante la Resolución EM-2020-12 emitida por el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico el 22 de mayo de 2020, sobre Extensión de Términos 

Judiciales. 
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 Luego de varias incidencias procesales, el 8 de enero de 2021, 

notificada el 12 de enero, el foro primario emitió otra Resolución en 

la que dictaminó: 

El 22 de octubre de 2020, dictamos una Resolución 

dejando sin efecto el relevo de pensión alimentaria a 
beneficio de la joven alimentista, Stephanie Velázquez 

López. 
  
Oportunamente el Alimentante, Sr. Roberto Velázquez 

Torres solicitó reconsideración de nuestra 
determinación y se ha concedido a todas las partes, 
amplia oportunidad de expresarse al respecto, por lo 

que estamos en posición de resolver.  
 

La premisa principal en la que el Alimentante sustenta 
su solicitud de reconsideración es en que él le notificó a 
Stephanie su solicitud de relevo. Sin embargo, la 

determinación de este Tribunal no se basa en si el Sr. 
Velázquez Torres notificó su moción o en si Stephanie 

sabía que se estaba solicitando el relevo. Nuestra 
determinación de 22 de octubre de 2020 se sustenta en 
que el Tribunal no garantizó a Stephanie un debido 

proceso de ley antes de conocer el relevo de pensión y 
es por eso que se reconsidera la determinación de 1ero 
de abril de 2019, que concedió ese relevo.  

 
En atención a lo anterior, a la Solicitud de 

Reconsideración del Alimentante a nuestra Resolución 
de 22 de octubre de 2020, No Ha Lugar.  

 

 Inconforme con la determinación del foro recurrido, el 

peticionario acude ante nos y plantea los siguientes señalamientos 

de error:  

Primer Error: 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia (TPI) al 

dejar sin efecto una Resolución relevando al 
peticionario del pago de una pensión alimentaria a favor 

de la recurrida, la cual había sido decretada hace más 
de dos años atrás desde que esta, la recurrida, fue 
notificada de la Solicitud de Relevo de Pensión 

Alimentaria y luego de esta nunca haber intervenido, 
por no haberlo querido, en el caso de divorcio de sus 
padres. Todo ello en violación al debido proceso de ley 

del cual se le privó al peticionario.  
 

Segundo Error: 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia (TPI) al 
dejar sin efecto una Resolución relevando al 

peticionario del pago de una pensión alimentaria a favor 
de la recurrida, al entender el foro recurrido que a este 

se le violó el debido proceso de ley, esto bajo el 
fundamento de la que resolución de relevo fue emitida 
bajo una premisa incorrecta o errónea sin tomar en 

consideración que ya el TPI no tenía jurisdicción para 
traer al pleito de divorcio de sus padres a la recurrida, 
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la cual ya se había convertido en un tercero que no era 
parte en dicho caso. Todo ello en violación al debido 

proceso de ley del cual se le privó al peticionario.  
 

Tercer Error: 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia (TPI) al 
dejar sin efecto una resolución relevando al peticionario 

del pago de una pensión alimentaria a favor de la 
recurrida, cuando ya la controversia entre esta y el 
peticionario, en términos del derecho de esta a 

alimentos como menor de edad bajo el Artículo 153 del 
Código Civil era ya cosa juzgada, esto por razón de 

haber esta llegado a la mayoría de edad y además había 
esta presentado un pleito independiente de alimentos 
entre parientes bajo el artículo 143 del Código Civil. 

Todo ello en violación al debido proceso de ley del cual 
se le privó al peticionario.   

 
Cuarto Error:  
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia (TPI) al 

dejar sin efecto una resolución relevando al peticionario 
del pago de una pensión alimentaria a favor de la 
recurrida, y consolidar un caso de divorcio y de 

alimentos como menor de edad bajo el Artículo 153 del 
Código Civil, máxime cuando ya el mismo era cosa 

juzgada, con un pleito independiente de alimentos entre 
parientes bajo el Artículo 153 del Código Civil. Todo ello 
en violación al debido proceso de ley del cual se le privó 

al peticionario.  
 

II 

A. El auto de Certiorari 

El Certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

decisión de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009). 

Por otro lado, a partir del 1 de julio de 2010, se realizó un 

cambio respecto a la jurisdicción del Tribunal Apelativo para revisar 

los dictámenes interlocutorios del Tribunal de Primera Instancia 

mediante recurso de certiorari. A tal fin, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1., dispone, en su parte 

pertinente, lo siguiente:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 
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el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia cuando se recurra de decisiones 
sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciaros, 
anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de 
familia, en casos que revistan interés público o en 

cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 

certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión.   

[. . .] 
 

Según se desprende de la citada Regla, este foro apelativo 

intermedio podrá revisar órdenes interlocutorias discrecionalmente, 

cuando se recurre de decisiones sobre la admisibilidad de testigos 

de hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos de relaciones de 

familia o que revistan interés público, o en aquellas circunstancias 

en las que revisar el dictamen evitaría un irremediable fracaso de la 

justicia, entre otras contadas excepciones. (Énfasis nuestro). 

Ahora bien, como ocurre en todas las instancias en que se 

confiere discreción judicial, esta no se da en el vacío. Por lo que, en 

el caso de un recurso de certiorari ante este foro apelativo, la Regla 

40 de nuestro Reglamento8, expone los siete (7) criterios que el 

tribunal tomará en consideración al determinar la expedición de un 

auto de certiorari.  Estos son:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 

 
8 4 LPRA Ap. XXII-B. 
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F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

 Sin embargo, “ninguno de los criterios antes expuestos en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, es 

determinante, por sí solo, para este ejercicio de jurisdicción, y no 

constituye una lista exhaustiva. H. Sánchez Martínez, Derecho 

Procesal Apelativo, Hato Rey, Lexis-Nexis de Puerto Rico, 2001, pág. 

560.”  García v. Padró, 165 DPR 324, 335 n. 15 (2005).  Por lo que, 

de los criterios antes transcritos “se deduce que el foro apelativo 

intermedio evaluará tanto la corrección de la decisión recurrida así 

como la etapa del procedimiento en que es presentada; esto, para 

determinar si es la más apropiada para intervenir y no ocasionar un 

fraccionamiento indebido o una dilación injustificada del litigio.” 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

El certiorari, como recurso extraordinario discrecional, debe 

ser utilizado con cautela y solamente por razones de peso.  Pérez v. 

Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948).  Éste procede cuando no 

está disponible la apelación u otro recurso que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario.  Pueblo v. Tribunal 

Superior, 81 DPR 763, 767 (1960).  Además, como se sabe, “los 

tribunales apelativos no debemos, con relación a determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales, sustituir nuestro criterio 

por el ejercicio de discreción del tribunal de instancia, salvo cuando 

dicho foro haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de 

discreción”.  Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664-

665 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado también que “de ordinario, el tribunal apelativo no 

intervendrá con el ejercicio de la discreción de los tribunales de 
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instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que 

se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial”. Zorniak Air Servs. v. Cessna 

Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992). 

Debe quedar claro, que la denegatoria de un tribunal apelativo 

a expedir un recurso de certiorari no implica que el dictamen 

revisado esté libre de errores o que constituya una adjudicación en 

los méritos. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 195 DPR 1, 12 (2016). Por 

el contrario, es corolario del ejercicio de la facultad discrecional del 

foro apelativo intermedio para no intervenir a destiempo con el 

trámite pautado por el foro de primera instancia. Ahora bien, la 

parte afectada por la denegatoria a expedir el auto de certiorari podrá 

revisar dicha determinación cuando el Tribunal de Primera 

Instancia dicte sentencia final y esta resulte adversa para la parte. 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 98. 

B. Alimentos entre parientes 

En nuestro ordenamiento jurídico, los casos sobre alimentos 

de menores están revestidos del más alto interés público. El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha manifestado que la obligación 

alimentaria tiene su fundamento en el derecho constitucional a la 

vida y en la solidaridad familiar.  Por tanto, nuestro más Alto Foro 

ha resuelto que, en nuestra jurisdicción, los menores tienen un 

derecho fundamental a recibir alimentos. Fonseca Zayas v. 

Rodríguez Meléndez, 180 DPR 623, 632 (2011).  Más aún, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha reconocido que el derecho a reclamar 

alimentos constituye parte del derecho a la vida, protegido por la 

Constitución de Puerto Rico. Artículo II, Sec. 7, Const. E.L.A., LPRA, 

Tomo 1.  Torres Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, 177 DPR 728, 738 

(2009). 
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Tratándose de un derecho de tan alto interés público, el 

Estado, como parte de su política pública, ha legislado ampliamente 

para velar por su cumplimiento.  Torres Rodríguez v. Carrasquillo 

Nieves, supra, pág. 739.  Estas leyes son la Ley Orgánica de la 

Administración para el Sustento de Menores, Ley Núm. 5-1986, 

según enmendada por la Ley 178–2003 y la Ley 182-2015, 8 LPRA 

sec. 501 et seq. y las Guías para Determinar y Modificar Pensiones 

Alimentarias en Puerto Rico, Reglamento Núm. 7135 de 24 de abril 

de 2006, que entró en vigor el 24 de mayo de 2006 (Guías). 

Conforme lo establece el Art. 653 del Código Civil de Puerto 

Rico de 20209, se entiende por alimentos todo lo que es 

indispensable para el sustento, la vivienda, la vestimenta, la 

recreación y la asistencia médica de una persona, según la posición 

social de su familia.  Cuando el alimentista es menor de edad, los 

alimentos comprenden también su educación, las atenciones de 

previsión acomodadas a los usos y a las circunstancias de su 

entorno familiar y social y los gastos extraordinarios para la 

atención de sus condiciones personales especiales.10 

Por su parte, el Artículo 671 del Código Civil de 2020, 

establece que: “La cuantía de los alimentos se reduce o aumenta 

proporcionalmente según aumenten o disminuyan las necesidades 

del alimentista y los recursos del obligado. Cuando el alimentista es 

menor de edad o es un ascendiente de edad avanzada, la cuantía se 

 
9 Aprobado mediante la Ley 55 del 1ro de junio de 2020. 
10 El Artículo 153 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, 31 LPRA sec. 601, 

establecía que “el padre y la madre tienen, respecto de sus hijos no emancipados: 

El Artículo 153 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, 31 LPRA sec. 601, 

establecía que “(1) el deber de alimentarlos, tenerlos en su compañía, educarlos e 
instruirlos con arreglo a su fortuna, y representarlos en el ejercicio de todas las 

acciones que puedan redundar en su provecho”.   Según definido en el anterior 

Código Civil, alimento es “todo lo que es indispensable para el sustento, 

habitación, vestido y asistencia médica, según la posición social de la familia”.  

Art. 142 del Código Civil, 31 LPRA sec. 561.  Por eso, la pensión se reducirá o 

aumentará en proporción a los recursos del primero y a las necesidades del 
segundo.  De acuerdo a este principio de proporcionalidad, se tomarán en 

consideración los recursos del alimentante y la posición social de la familia, así 

como el estilo de vida que lleva el alimentante.  Fonseca Zayas v. Rodríguez 
Meléndez, supra, pág. 634. 
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modifica únicamente cuando median cambios sustanciales que 

alteran significativamente las necesidades del alimentista y los 

recursos del alimentante. La modificación periódica de las pensiones 

de los menores de edad y de los ascendientes de edad muy avanzada 

se rige por la legislación especial complementaria.” 

Al palio de nuestro marco doctrinario, para determinar la 

capacidad económica de cada alimentante, es preciso tomar en 

cuenta todos los ingresos devengados por éste, hasta los que no 

aparezcan informados en la Planilla de Información Personal. 

Rodríguez Rosado v. Zayas Martínez, 133 DPR 406 (1993). El 

tribunal de primera instancia no está limitado a considerar sólo la 

evidencia testifical o documental sobre los ingresos. “Puede, al fijar 

la cuantía de la pensión, considerar aspectos tales como el estilo de 

vida que lleva el alimentante, su capacidad para generar ingresos, la 

naturaleza y cantidad de las propiedades con que cuenta, la 

naturaleza de su empleo o profesión y sus otras fuentes de ingreso.” 

(Énfasis en el original). (Cita omitida). Id., págs. 72-73.  

 Respecto a quien está legitimado para reclamar judicialmente 

pensiones alimentarias, el Tribunal Supremo resolvió que mientras 

los hijos sean menores de edad y no hayan sido emancipados, el 

progenitor que tenga la patria potestad puede reclamar el pago de 

pensiones a nombre de los hijos, siempre y cuando no estén 

prescritas, pues el padre o madre tienen respecto de sus hijos no 

emancipados el deber de representarlos en el ejercicio de todas las 

acciones que puedan redundar en su provecho y la acción para 

solicitar el pago de pensiones alimentarias es una de esas acciones.  

Sin embargo, una vez termina la patria potestad por cualquiera de 

las causas contempladas en la ley, esta facultad cesa y el alimentista 

queda legitimado para reclamar judicialmente la pensión.  Ríos v. 

Vidal, 134 DPR 3 (1993).     
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La Alta Curia ha señalado que el hecho de que los hijos 

puedan comparecer a solicitar alimentos aun luego de alcanzar la 

mayoridad obedece a que la obligación de alimentarlos no cesa 

automáticamente porque estos hayan cumplido veintiún (21) años.  

Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, 187 DPR 550, 573 (2012); 

Toro Sotomayor v. Colón Cruz, 176 DPR 528 (2009); Key Nieves v. 

Oyola Nieves, 116 DPR 261, 266 (1985).  En otras palabras, la 

emancipación por mayoría de edad no apareja ipso facto la pérdida 

del derecho a reclamar alimentos de los padres, pues siempre 

subsistirá la obligación que emana del Art. 143 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA sec. 562, que atiende las necesidades 

alimentarias de parientes.  Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, 

supra, a la pág. 573.  De manera que, una vez establecida una 

pensión alimentaria, ni la emancipación ni la mayoría de edad de 

los hijos relevan al padre de su obligación de alimentarles si aquellos 

lo necesitaren.  Sosa Rodríguez v. Rivas Sariego, 105 DPR 518, 523 

(1976); Rivera Medina v. Villafañe González, 186 DPR 289, 293 

(2012). 

Cabe puntualizar que, respecto a las obligaciones de 

subsistencia luego de advenida la mayoridad, el Art. 99 del nuevo 

Código Civil de 2020, dispone que: 

Capítulo 425. La Mayoría de Edad 
 

§ 5593. Obligaciones de subsistencia 

La mayoría de edad no extingue inmediatamente las 

obligaciones de subsistencia ni las atenciones de 
previsión de los progenitores o de otros obligados a 
prestarlas en favor de quien adviene a la mayoridad: 

 
  (a) Si la ley dispone expresamente su extensión; 

(b) si el beneficiado está sujeto a la patria potestad 
prorrogada de sus progenitores; o 
(c) si el beneficiado no tiene recursos ni medios 

propios para su manutención, mientras subsisten 
las circunstancias por las que es acreedor de ellas. 

 
Las atenciones de previsión incluyen, sin limitarlas a, 
los seguros de salud, de vida y de incapacidad, los 

planes de estudio y las garantías prestadas sobre 
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obligaciones que subsisten luego de advenir el 
beneficiado a la mayoridad. 

 
La persona que alegue la extinción de las 

obligaciones de subsistencia o las atenciones de 
previsión sobre quien adviene a la mayoridad, debe 
probarla. 

(Énfasis nuestro). 

En Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 71 (2001), el Alto Foro 

señaló que, se ha establecido ya que el deber del alimentante de 

proveer los medios necesarios para la educación de un hijo no 

termina, sin más, porque el hijo alcance la mayoría de edad. "Ni la 

emancipación ni la mayoría de edad de los hijos relevan al padre de 

su obligación de alimentarles si aquellos lo necesitaren." En los 

casos en que el menor ha comenzado los estudios universitarios 

mientras es menor de edad, nuestra última instancia judicial ha 

establecido que bajo circunstancias normales:  

... al menos en cuanto a los estudios de bachillerato ... 

cuando un hijo "se ha iniciado en un oficio o carrera 
durante la minoridad, tiene derecho a exigir que el 

alimentante le provea los medios para terminarlo, aun 
después de haber llegado a la mayoridad". (Citas 
Omitidas.) Key Nieves v. Oyola Nieves, supra, pág. 266. 

 

En consonancia con lo anterior, la Máxima Curia expresó en 

Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, supra, págs. 575-576, que: 

“[…..] sin perder de perspectiva que la pensión alimentaria que se 

otorga a favor de un menor de edad responde a este hecho y, 

además, que la pensión que se adjudica conforme al Art. 143 del 

Código Civil, supra, se rige por criterios diferentes, sostenemos que 

la pensión alimentaria no cesa automáticamente al momento de 

cumplir la mayoridad.  De ser lo contrario, se crearía una 

situación sumamente tortuosa para los jóvenes involucrados en 

esa acción.  No podemos avalar que arbitrariamente un 

alimentante suspenda su obligación de pagar una pensión 

alimentaria por el hecho de que el alimentista advenga a la 

mayoría de edad.” (Énfasis nuestro). 
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En resumen, se ha resuelto jurisprudencialmente que: “la 

pensión alimentaria no cesa automáticamente al momento en que el 

alimentista adviene a la mayoría de edad.  Será deber del 

alimentante, si así lo desea, poner en conocimiento al tribunal de 

que sus hijos alimentistas están próximos a llegar a la mayoridad y 

su interés de ser relevado del pago de la pensión alimentaria.  Es 

decir, la pensión otorgada a un menor de edad continuará en vigor 

–aunque advenga a la mayoría de edad– hasta que no se realice el 

trámite procesal descrito anteriormente.  La referida moción se le 

deberá notificar al alimentista, de modo que éste pueda comparecer 

dentro de ese mismo pleito –a nombre propio– y establecer que sus 

necesidades permanecen vigentes y que reúne los requisitos que le 

hacen acreedor de la pensión a pesar de que ya es mayor de edad”.  

Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, supra, a la pág. 576.   

Particularmente, con relación a los estudios postgraduados, 

nuestra última instancia judicial ha dicho que ameritan una 

consideración especial y separada, que deberá resolverse caso a 

caso.11 Key Nieves v. Oyola Nieves, supra, pág. 267.12  Por 

economía procesal, según dijo en ese mismo caso, este tipo de 

alimentos puede reclamarse dentro del pleito original de 

divorcio entre los padres.13  Id, pág. 268. (Énfasis nuestro). 

Es pues, una norma bien establecida que un tribunal puede 

ordenar el pago de alimentos a un hijo mayor de edad que haya 

comenzado sus estudios universitarios durante su minoridad y 

demuestre que tiene necesidad de dicha ayuda. (Citas omitidas). Key 

 
11 “[Quien] solicite ‘alimentos’ o asistencia económica para estudios 
‘postgraduados’ deberá demostrar afirmativamente que es acreedor de tal 

asistencia económica mediante la actitud demostrada por los esfuerzos realizados, 

la aptitud manifestada para los estudios que desea proseguir a base de los 

resultados académicos obtenidos, y la razonabilidad del objetivo deseado.  Key 
Nieves v. Oyola Nieves, supra, pág. 267.   
12 Argüello v. Argüello, supra, pág. 72. 
13 Véase también, Ríos Rosario v. Vidal Ramos, 134 DPR 3, 12 (1993), donde se 

resuelve que la acción promovida por una madre o padre en representación de 
sus hijos ya mayores de edad, para reclamar pago de pensiones alimentarias, debe 

sujetarse a la oportuna intervención o sustitución del alimentista, quien es la 

parte realmente interesada. 
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Nieves v. Oyola Nieves,116 DPR 261, 267 (1985). Argüello v. 

Argüello, 155 DPR 62, 72 (2001). 

Entonces, solo restará que el tribunal, tomando en 

consideración las circunstancias particulares de cada caso, evalúe 

si procede relevar al padre alimentante de la obligación que se le 

había impuesto hasta ese momento.  Es decir, una vez que se ha 

puesto en conocimiento al tribunal de que un alimentista está 

próximo a llegar a la mayoridad, y este último, a su vez, ha 

informado que por su condición de estudiante aún necesita 

alimentos, el foro primario deberá calendarizar una vista 

evidenciaria para pasar juicio sobre los requerimientos de las 

partes.  Por estas razones, será imperativo que el tribunal 

atienda con premura estos planteamientos para evitar un daño 

irreparable a cualquiera de las partes.  Id.  (Énfasis nuestro).  

Cabe mencionar que, mediante la Ley 182-2015, del 5 de 

noviembre de 2015, se enmendó el inciso b del Artículo 19 de la Ley 

Orgánica de la Administración para el Sustento de Menores, a los 

fines de aclarar que la pensión alimentaria que recibe una persona 

menor de edad se extingue por el hecho de alcanzar la mayoría de 

edad y para establecer que el joven emancipado continuará 

recibiendo la misma cantidad de dinero como parte del derecho a 

recibir alimentos entre parientes hasta que la persona que ha 

tenido la obligación de proveer la pensión alimentaria solicite el 

relevo de su obligación de proveerla y así sea relevada por el 

Tribunal. 

En la Exposición de Motivos del aludido estatuto, el legislador 

consignó lo siguiente: 

De una parte, surge del Artículo 153 del Código 
Civil la obligación de todo padre y madre de alimentar a 

un hijo no emancipado, de tenerlo en su compañía y de 
educarlo con arreglo a su fortuna. De otra parte, se 
desprende del Artículo 143 del Código Civil el derecho 

de una persona que alcanza su mayoría de edad, a 
solicitar alimentos a sus padres o a cualquiera de sus 
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parientes.  Resulta evidente que en los casos en los que 
el joven adulto continúa recibiendo la pensión a pesar 

de haber alcanzado su mayoría de edad, lo hace 
exclusivamente al amparo de lo dispuesto en el Artículo 

143 del Código Civil. Esta Asamblea Legislativa 
entiende que con su decisión, el Tribunal Supremo 
valida que un menor alimentista que recibía alimentos 

al amparo del Artículo 153 del Código Civil, comience 
como joven adulto a recibir una pensión alimentaria al 
amparo del Artículo 143, sin tener que solicitar dicha 

pensión.   
 

Tal distinción aunque pueda no incidir en el 
trámite que el caso siga en el foro judicial, resulta de 
suma importancia al momento de determinar los casos 

en los que ASUME puede y debe continuar prestando 
sus servicios.  Considerar como iguales la pensión 

alimentaria que se concede a un menor de edad y la que 
puede el alimentista continuar recibiendo cuando este 
adviene a la mayoría de edad, impide a ASUME proceder 

con el cierre de un caso.  Coloca sobre dicha agencia la 
obligación de continuar prestando sus servicios a 
personas mayores de edad, a pesar de que esas 

gestiones no resultan cónsonas con los deberes que 
impulsaron la creación de ese ente administrativo. Los 

trámites para hacer valer las obligaciones alimentarias 
de las personas mayores de edad, quedan fuera del 
alcance de las facultades que la Ley Orgánica de 

ASUME le confiere a esa agencia. La realización de tales 
gestiones puede repercutir negativamente en el 
desempeño de ASUME como agencia Título IV-D y, por 

ende, afectar adversamente el recibo de los fondos que 
el Gobierno de Estados Unidos le concede a esta 

agencia, como incentivo para el trámite de los casos de 
pensiones alimentarias para beneficio de menores de 
edad.  

 

C. Debido proceso de ley y notificación adecuada 

El debido proceso de ley "se refiere al ‘derecho de toda persona 

a tener un proceso justo con todas las debidas garantías que ofrece 

la ley, tanto en el ámbito judicial como en el administrativo.” Aut. 

Puertos v. HEO, 186 DPR 417, 428 (2012). 

Reiteradamente se ha establecido que el debido proceso de ley 

cuenta con dos vertientes: la sustantiva y la procesal. La dimensión 

sustantiva del debido proceso de ley persigue salvaguardar los 

derechos fundamentales de la persona. Por otra parte, la vertiente 

procesal, el aludido precepto le impone al Estado la obligación de 

garantizar que la interferencia con los intereses de libertad y 

propiedad del individuo se haga a través de un procedimiento que, 
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en esencia, sea justo, equitativo y de respeto a los individuos 

afectados. Díaz Rivera v. Srio. de Hacienda, 168 DPR 1, 25 (2006); 

López Vives v. Policía de Puerto Rico, 118 DPR 219, 231 (1987). Se 

han “identificado componentes básicos del debido proceso de ley, 

tales como una notificación adecuada y la oportunidad de ser 

escuchado y de defenderse”.  U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., 146 DPR 

611, 616 (1998). 

Particularmente, para que todo procedimiento cumpla con el 

debido proceso de ley, en su dimensión procesal, se han establecido 

varios requisitos. Entre éstos, están: a) notificación adecuada del 

proceso; b) proceso ante un juzgador imparcial; c) oportunidad de 

ser oído; d) derecho a contrainterrogar testigos y examinar la 

evidencia presentada en su contra; e) tener asistencia de abogado y 

f) que la decisión se base en el expediente del caso.  López Santos v. 

Asociación de Taxis de Cayey, 142 DPR 109, 113-114 (1996); 

Feliciano Figueroa v. Toste Piñero, 134 DPR 909, 914-915 (1993).  

Nuestra última instancia judicial ha reconocido en múltiples 

instancias que “la falta de una notificación adecuada y a tiempo de 

cualquier resolución, orden o sentencia, podría afectar el derecho 

de una parte a cuestionar la resolución, orden o sentencia dictada, 

enervando así las garantías del debido proceso de ley”.  Caro v. 

Cardona, 158 DPR 592, 598 (2003); (Citas omitidas). (Énfasis en el 

original).  

Respecto a las notificaciones, la Regla 65.3 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 65.3, en lo pertinente, dispone:  

(a) Inmediatamente después de archivarse en autos 
copia de la notificación del registro y archivo de una 

orden, resolución o sentencia, el Secretario o Secretaria 
notificará tal archivo en la misma fecha a todas las 
partes que hayan comparecido en el pleito en la 

forma preceptuada en la Regla 67. El depósito de la 
notificación en el correo será aviso suficiente a todos los 

fines para los cuales se requiera por estas reglas una 
notificación del archivo en autos de una orden, 
resolución o sentencia.  
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(b) El Secretario o Secretaria notificará a la última 
dirección que se haya consignado en el expediente por 

la parte que se autorrepresenta o a la dirección del 
abogado o abogada que surge del registro del Tribunal 

Supremo para recibir notificaciones, en cumplimiento 
con la Regla 9, toda orden, resolución o sentencia que 
de acuerdo con sus términos deba notificarse a las 

partes que hayan comparecido en el pleito.  
 

De otra parte, la Regla 67.1 de Procedimiento Civil, supra, 

establece cuándo se requiere la notificación:  

Toda orden emitida por el tribunal y todo escrito 
presentado por las partes será notificado a todas las 

partes. La notificación se efectuará el mismo día en que 
se emita la orden o se presente el escrito. 

 

Cónsono con lo anterior, "[l]a correcta y oportuna notificación 

de las órdenes y sentencias es requisito sine qua non de un ordenado 

sistema judicial. Su omisión puede conllevar graves consecuencias, 

además de crear demoras e impedimentos en el proceso judicial." 

J.A. Cuevas Segarra, Práctica Procesal Puertorriqueña: 

Procedimiento Civil, San Juan, Publicaciones JTS, 1979, Vol. II, pág. 

436. 

D. Consolidación de casos 

Un principio rector de las Reglas de Procedimiento Civil es la 

solución justa, rápida y económica de los procedimientos. Uno de 

los mecanismos de la economía procesal de los foros judiciales lo es 

la consolidación. Respecto a esto, los tribunales tienen la discreción 

de ordenar la consolidación de dos o más recursos que estén a la 

consideración de sus salas o foros. Cónsono a ello, la Regla 38.1 de 

las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 38.1, establece el 

mecanismo de consolidación y en lo pertinente, dispone:  

Cuando estén pendientes ante el tribunal pleitos que 

comprendan cuestiones comunes de hechos o de 
derecho, el tribunal podrá ordenar la celebración de una 
sola vista o juicio de cualquiera o de todas las 

cuestiones litigiosas comprendidas en dichos pleitos, 
podrá ordenar que todos los pleitos sean consolidados 

y podrá dictar, a este respecto, aquellas órdenes que 
eviten gastos o dilaciones innecesarias. 
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De la regla surge que existen dos requisitos para que proceda 

inicialmente una solicitud de consolidación: (1) que los casos 

presenten cuestiones comunes de hechos o de derecho; y (2) que 

éstos estén pendientes ante el tribunal. Hosp. San Fco. v. Sria. de 

Salud, 144 DPR 586, 592 (1997). Sin embargo, para que proceda la 

consolidación de acciones o recursos, no es necesario que la 

totalidad de las cuestiones de hechos y de derecho de éstos sean 

idénticas. De ahí que la existencia de consideraciones particulares 

sólo a algunos de los casos, no impide que se conceda la 

consolidación. Hosp. San Fco. v. Sria. de Salud, supra, pág. 593. 

La jurisprudencia federal ha resuelto que, al decidir sobre una 

solicitud de consolidación, el juzgador debe considerar si la misma 

propendería a una resolución justa, rápida y económica de las 

acciones. Igualmente debe considerar si la consolidación tiende a 

evitar resultados inconsistentes entre las distintas disputas que 

presenten cuestiones similares de hechos o de derecho. Vives 

Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117, 136 (1996), citando a  Hendrix v. 

Raybestos-Manhattan, Inc., 776 F.2d 1492 (11th Cir. 1985); Consorti 

v. Armstrong World Indus., Inc., 72 F.3d 1003 (2nd Cir. 1995).  

Ahora bien, “[u]na determinación judicial inicial sobre una 

solicitud de consolidación, efectuada luego de un análisis ponderado 

de la totalidad de las circunstancias de los casos cuya consolidación 

se solicita, merecerá gran deferencia por parte del tribunal que la 

revise. Sólo será alterada cuando se haya omitido considerar algún 

factor importante o cuando de alguna otra forma se incurra en un 

abuso de discreción”. (Énfasis en el original). Hosp. San Fco. v. Sria. 

de Salud, supra, pág. 594. 

Expuesta la norma jurídica, y con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, estamos en posición de disponer 

del recurso ante nuestra consideración. 
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III 

 En el caso ante nos, en apretada síntesis, el peticionario 

solicita que revoquemos el dictamen emitido por el foro a quo, en el 

cual declaró Ha Lugar la Moción de Reconsideración presentada por 

la recurrida el 29 de mayo de 2020 y dejó sin efecto la Resolución y 

Orden emitida el 1 de abril de 2019 que, a su vez, relevó al 

peticionario del pago de una pensión alimentaria. Dicha pensión 

incluía el pago de estudios universitarios a la recurrida. Además, el 

peticionario cuestiona la consolidación del caso de divorcio con la 

demanda de alimentos entre parientes instada por Stephanie Marie. 

 Por su parte, la recurrida nos invita a que deneguemos el 

recurso de marras. 

Como señalamos anteriormente, en un inicio, el foro a quo 

impuso al peticionario una pensión alimentaria provisional, en la 

que se consideró, entre otros, los gastos de estudios de bachillerato 

de la recurrida en Syracuse University, New York.   

Al filo de que la recurrida adviniera a la mayoría de edad, el 

padre alimentante acudió al foro recurrido, en aras de que se le 

eximiera de la pensión que, previo acuerdo entre las partes, le fuera 

impuesta.  Desde ese momento, dio comienzo la saga accidentada 

de eventos procesales en el caso.  El primero de ellos, cuando estuvo 

en disputa si, en efecto, el alimentante notificó a la joven 

universitaria sobre su solicitud para que el foro primario le relevara 

del pago de la pensión, por razón de la mayoría de edad de ésta.  

Cabe destacar que, aun cuando la moción de relevo de pensión fue 

incoada por el alimentante el 16 de octubre de 2018, la misma no le 

fue notificada a la alimentista, sino hasta finales de noviembre de 

2018 y recibida por esta el 8 de diciembre de 2018. 

El 1 de abril de 2019, notificada el 4 de abril, en atención a la 

Moción Urgente Reiterando Solicitud De Relevo De Pensión 

Alimentaria incoada por el aquí peticionario, el foro recurrido emitió 
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Resolución y Orden en la que dejó sin efecto la pensión alimentaria 

de Stephanie Marie. El foro primario consignó en la misma que: “En 

consideración a que la joven SMVL advino a la mayoría de edad 

e instó un pleito independiente solicitando alimentos para su 

beneficio se releva al demandante del pago de la pensión 

alimentaria a la joven SMVL.”  (Énfasis nuestro). Empero, a esa 

fecha, aún la recurrida no había incoado el pleito independiente de 

alimentos entre parientes.  No fue sino hasta el 20 de junio de 2019 

que la recurrida instó Demanda sobre Alimentos entre Parientes, 

caso número PO2019RF00070. 

Cabe destacar que, el foro a quo no le notificó a la recurrida 

la aludida Resolución y Orden, a pesar de que, mediante la misma, 

se le estaba privando de la pensión con la cual cubriría sus 

necesidades y gastos universitarios fuera de Puerto Rico. 

En vista de lo anterior, el 11 de febrero de 2020, la recurrida 

presentó ante el foro primario Moción Urgente Solicitando que se 

Notifique Resolución, la cual fue declarada Con Lugar el 11 de marzo 

de 2020. Esto es, casi un año con posterioridad a que fuera emitida. 

Luego, el 22 de octubre de 2020, notificada el mismo día, en 

atención a la moción de reconsideración incoada por Stephanie 

Marie, la Juzgadora de instancia emitió la Resolución recurrida. 

Mediante el aludido dictamen, se declaró Ha Lugar la Moción de 

Reconsideración presentada por la recurrida y, consecuentemente, 

se reinstaló la pensión respecto a la cual había sido relevado el 

peticionario. 

En desacuerdo, el peticionario solicitó reconsideración, la cual 

fue denegada por la primera instancia judicial.  Al denegar la aludida 

moción de reconsideración, la Juzgadora hizo constar lo siguiente:  

[…] Nuestra determinación de 22 de octubre de 2020 se 

sustenta en que el Tribunal no garantizó a Stephanie 
un debido proceso de ley antes de conocer el relevo de 
pensión y es por eso que se reconsidera la 
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determinación de 1ero de abril de 2019, que concedió 
ese relevo.  

 

El peticionario arguye que Stephanie Marie debió haber 

intervenido en el pleito de divorcio de los padres, a fin de solicitar 

alimentos entre parientes. Lo cierto es que, por economía procesal, 

esta tenía la opción de reclamar los alimentos en dicho pleito. Sin 

embargo, ello no menoscabó su derecho a solicitar dichos alimentos 

dentro de la acción independiente como, en efecto, hizo desde el 20 

de junio de 2019. 

Empero, en contravención al mandato expreso de nuestro 

Tribunal Supremo, de celebrar una vista con premura, el foro 

primario no atendió dicho reclamo con la urgencia requerida.  Ello 

obligó a la recurrida a presentar una moción dentro del pleito de 

divorcio de sus padres (JDI2017-0331), el 11 de febrero de 2020, a 

los fines de solicitar el pago de la matrícula del segundo semestre de 

la Escuela de Leyes de American University.  A pesar del irrazonable 

tiempo transcurrido, a esta fecha, el foro recurrido aún no ha 

celebrado la vista mandatoria para dilucidar si, en efecto, procede o 

no la reclamación de alimentos entre parientes. 

Por otro lado, el peticionario arguye que incidió el foro 

primario al consolidar el caso de alimentos de Stephanie Marie con 

el caso de divorcio de sus padres.   

Como dijimos, para que proceda inicialmente una solicitud de 

consolidación se requiere: (1) que los casos presenten cuestiones 

comunes de hechos o de derecho; y (2) que éstos estén pendientes 

ante el tribunal. Hosp. San Fco. v. Sria. de Salud, 144 DPR 586, 592 

(1997). Sin embargo, para que proceda la consolidación de acciones 

o recursos, no es necesario que la totalidad de las cuestiones de 

hechos y de derecho de éstos sean idénticas. De ahí que la existencia 

de consideraciones particulares sólo a algunos de los casos, no 

impide que se conceda la consolidación. Hosp. San Fco. v. Sria. de 
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Salud, supra, pág. 593. Conforme surge del tracto procesal, 

Stephanie Marie hizo su solicitud de alimentos tanto dentro del 

pleito de divorcio como mediante la acción independiente.  Sin 

embargo, a pesar de esta haber agotado ambas vías procesales, su 

reclamo sigue sin adjudicar.14  

Como sabemos, “[u]na determinación judicial inicial sobre 

una solicitud de consolidación, efectuada luego de un análisis 

ponderado de la totalidad de las circunstancias de los casos 

cuya consolidación se solicita, merecerá gran deferencia por 

parte del tribunal que la revise. Sólo será alterada cuando se 

haya omitido considerar algún factor importante o cuando de 

alguna otra forma se incurra en un abuso de discreción”. (Énfasis 

en el original). Hosp. San Fco. v. Sria. de Salud, supra, pág. 594. 

Un análisis sosegado y desapasionado del caso ante nuestra 

consideración nos conducen a concluir que, con su dictamen, la 

Juzgadora de hechos procuró conceder un remedio provisional, a fin 

de garantizarle a todas las partes, y en particular, a la estudiante 

alimentista, su debido proceso de ley, que como sabemos, es un 

derecho de entronque constitucional. 

Debido a las particularidades del caso ante nuestra 

consideración y tras el meticuloso examen de este, colegimos que, si 

bien el foro a quo tiene que atender con apremio el reclamo ante su 

consideración, la decisión recurrida no es manifiestamente errónea, 

por lo que no vamos a intervenir con la misma.  

El hecho de que la Ley 182-2015 establezca que la pensión 

alimentaria se extingue al momento en que el/la alimentista, 

adviene a la mayoridad, no está reñido con lo aquí dispuesto.  De 

una lectura de la Exposición de Motivos de la referida ley, se 

desprende que su propósito es atender el problema administrativo 

 
14 De una búsqueda en Consulta de Casos, en la página web del Poder Judicial 

surge que, el caso tiene un señalamiento de vista para el 20 mayo de 2021.  
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que representa para ASUME el tener que hacer valer las obligaciones 

alimentarias para personas mayores de edad.  En lo particular, lee 

la Exposición de Motivos: 

Resulta evidente que en los casos en los que el 

joven adulto continúa recibiendo la pensión a pesar de 
haber alcanzado su mayoría de edad, lo hace 
exclusivamente al amparo de lo dispuesto en el Artículo 

143 del Código Civil. Esta Asamblea Legislativa 
entiende que con su decisión, el Tribunal Supremo 

valida que un menor alimentista que recibía alimentos 
al amparo del Artículo 153 del Código Civil, comience 
como joven adulto a recibir una pensión alimentaria al 

amparo del Artículo 143, sin tener que solicitar dicha 
pensión.   

 
Tal distinción aunque pueda no incidir en el 

trámite que el caso siga en el foro judicial, resulta de 

suma importancia al momento de determinar los casos 
en los que ASUME puede y debe continuar prestando 
sus servicios. Considerar como iguales la pensión 

alimentaria que se concede a un menor de edad y la que 
puede el alimentista continuar recibiendo cuando este 

adviene a la mayoría de edad, impide a ASUME proceder 
con el cierre de un caso.  Coloca sobre dicha agencia la 
obligación de continuar prestando sus servicios a 

personas mayores de edad, a pesar de que esas 
gestiones no resultan cónsonas con los deberes que 
impulsaron la creación de ese ente administrativo. Los 

trámites para hacer valer las obligaciones alimentarias 
de las personas mayores de edad, quedan fuera del 

alcance de las facultades que la Ley Orgánica de 
ASUME le confiere a esa agencia. La realización de tales 
gestiones puede repercutir negativamente en el 

desempeño de ASUME como agencia Título IV-D y, por 
ende, afectar adversamente el recibo de los fondos que 

el Gobierno de Estados Unidos le concede a esta 
agencia, como incentivo para el trámite de los casos de 
pensiones alimentarias para beneficio de menores de 

edad.  
 

 En el caso que nos ocupa, en la medida en que el foro primario 

ordenó que la pensión fuera pagada directamente a la recurrida, el 

hecho de que se haya reinstalado la pensión original, en nada incide 

sobre las gestiones administrativas de ASUME al amparo de su ley 

habilitadora. Colegimos pues, que una interpretación fragmentada 

de la Ley 182, supra, para relevar al peticionario de la obligación 

alimentaria, conllevaría la consecuencia nefasta de dejar a 

Stephanie desprovista de su sustento para continuar con sus 



 
 

 
KLCE202100147 

    

 

27 

estudios posgraduados.   Ciertamente, esa interpretación se aparta 

de la verdadera intención legislativa de dicho estatuto. 

Es cierto que dicha ley dispone que:  

La pensión alimentaria para beneficio de un 

menor de edad se extingue al momento de este 
emanciparse por razón de haber alcanzado su mayoría 
de edad o por cualquiera de las razones establecidas en 

el Código Civil de Puerto Rico.  
 

Sin embargo, no es menos cierto que el referido precepto legal 

establece que: 

No obstante lo anterior, el joven emancipado 

continuará recibiendo la misma cantidad de dinero 
como parte del derecho a recibir alimentos entre 
parientes.  Esto, hasta que la persona que ha tenido la 

obligación de proveer la pensión alimentaria durante la 
minoridad de dicho joven adulto solicite el relevo de su 
obligación de proveer la misma.  El Tribunal es el foro 

con jurisdicción para atender la solicitud de relevo de 
pensión alimentaria.  Para determinar lo pertinente 

en cuanto a la procedencia del relevo solicitado, el 
Tribunal deberá calendarizar una vista evidenciaria 
expedita para pasar juicio en torno a si el joven 

adulto tiene derecho a continuar recibiendo la 
pensión alimentaria al amparo de lo dispuesto en el 
Artículo 143 del Código Civil de Puerto Rico. 

(Énfasis nuestro) 
 

 Por otro lado, no debemos perder de perspectiva lo establecido 

por el Art. 99 del nuevo Código Civil de 2020, que como dijimos, 

dispone: 

Capítulo 425. La Mayoría de Edad 

§ 5593. Obligaciones de subsistencia 

La mayoría de edad no extingue inmediatamente las 

obligaciones de subsistencia ni las atenciones de 
previsión de los progenitores o de otros obligados a 

prestarlas en favor de quien adviene a la mayoridad: 
 

  (a) Si la ley dispone expresamente su extensión; 

(b) si el beneficiado está sujeto a la patria potestad 
prorrogada de sus progenitores; o 

(c) si el beneficiado no tiene recursos ni medios 
propios para su manutención, mientras subsisten 
las circunstancias por las que es acreedor de ellas. 

 
Las atenciones de previsión incluyen, sin limitarlas a, los 
seguros de salud, de vida y de incapacidad, los planes 

de estudio y las garantías prestadas sobre 
obligaciones que subsisten luego de advenir el 

beneficiado a la mayoridad. 
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La persona que alegue la extinción de las 
obligaciones de subsistencia o las atenciones de 

previsión sobre quien adviene a la mayoridad, debe 
probarla. 

(Énfasis nuestro). 

El caso ante el foro a quo tiene señalamiento de vista para el 

próximo 20 de mayo de 2021.  Dada la importancia que reviste la 

celebración de dicha vista para las partes envueltas, lo propio es 

abstenernos de intervenir y permitir la continuación de los 

procedimientos sin mayores dilaciones. Consecuentemente, ante 

esta situación procesal, no vamos a intervenir con la discreción del 

foro primario. A fin de cuentas, el foro primario tiene que adjudicar 

en ambos pleitos el mismo asunto: si procede o no concederle a 

Stephanie Marie la pensión solicitada.  

Así pues, evaluada la Resolución recurrida a la luz de la Regla 

40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, concluimos 

que el Tribunal de Primera Instancia no abusó de su discreción al 

declarar Ha Lugar la Moción de Reconsideración de la joven SMVL y 

dejar sin efecto el relevo de pensión provisional que se le había 

otorgado al señor Velázquez Torres. El peticionario no logró 

persuadirnos de que nuestra abstención apelativa en este momento 

y sobre los asuntos planteados constituiría un rotundo fracaso de la 

justicia. Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra.  

Sabido es que los tribunales apelativos no debemos, con 

relación a determinaciones interlocutorias discrecionales 

procesales, sustituir nuestro criterio por el ejercicio de discreción 

del Tribunal de Primera Instancia, salvo cuando dicho foro haya 

incurrido en arbitrariedad o craso abuso de discreción.  Dicho 

principio parte de la premisa de que el tribunal apelativo no debe 

pretender administrar ni manejar el trámite regular de los casos 

ante el Tribunal de Primera Instancia.    
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IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el recurso 

de Certiorari. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. El Juez Rodríguez Flores disiente sin 

opinión escrita. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


